TERCERA SALA

TOCA 218-2019
[image: image1.jpg]\N‘Dl)\
M,

€
g‘&'sﬁw




[image: image2.jpg]SUPREMO
TRIBUNAL™
JUSTICIA

PODER JUDICIAL
SAN LUIS POTOSI




     

  

TERCERA SALA

TOCA 218-2019



San Luis Potosí, S.L.P., 12 doce de abril de 2019 dos mil diecinueve.

 

V I S T O, para resolver el Toca 218-2019, formado con motivo del recurso de apelación interpuesto por el actor incidentista ELIMINADO en contra de la interlocutoria de 20 veinte de noviembre de 2018 dos mil dieciocho, que resuelve lo relativo a un Incidente de Cesación de Pensión Alimenticia, pronunciada por la Juez Cuarto de lo Familiar de esta Capital, dentro de los autos del expediente 1119/2014, relativo al Juicio de Controversia Familiar por Alimentos, promovido por ELIMINADO por su propio derecho y en representación de sus entonces menores hijos ELIMINADO y ELIMINADO, actualmente mayores de edad, en contra de ELIMINADO; y, 
R E S U L T A N D O
 

PRIMERO.- La interlocutoria de fecha anteriormente mencionada, concluyó con los puntos resolutivos siguientes: “PRIMERO. Este Juzgado resultó competente para resolver este incidente, siendo correcta la vía en que se tramitó y justificando las partes su personalidad. SEGUNDO. El actor, ELIMINADO probó los elementos constitutivos de su acción incidental únicamente en relación a los acreedores ELIMINADO y ELIMINADO, quienes no hicieron valer alguna defensa, no así respecto a ELIMINADO, quien demostró en parte sus defensas; por lo tanto: 1. Se decreta la cesación de la obligación de ELIMINADO a proporcionar alimentos a sus hijos ELIMINADO y ELIMINADO. 2. Subsiste la obligación de ELIMINADO a proporcionar alimentos a ELIMINADO, ahora en calidad de ex cónyuge. TERCERO. Se cancela la pensión alimenticia decretada a favor de ELIMINADO y ELIMINADO mediante convenio celebrado el ELIMINADO; por tanto, una vez que esta resolución quede firme, el deudor quedará eximido de seguir depositando la pensión alimenticia a favor de los nombrados acreedores como lo había venido haciendo, quedando únicamente obligado a proporcionar a la señora ELIMINADO, en forma semanal, ELIMINADO por concepto de pensión alimenticia compensatoria. CUARTO. Se deja subsistente el embargo de los bienes señalados en la diligencia de requerimiento de pago, embargo y emplazamiento efectuada el 24 veinticuatro de septiembre de 2015 dos mil quince. QUINTO. No se hace especial condenación al pago de costas en esta instancia. SEXTO.- Notifíquese.”.


  

SEGUNDO.- Inconforme con la interlocutoria cuyos puntos resolutivos han quedado transcritos, el actor incidentista ELIMINADO interpuso recurso de apelación, mismo que fue admitido en efecto devolutivo, por lo que se envió testimonio de constancias al Tribunal de Alzada para su substanciación, tocando conocer por cuestión de turno a esta Tercera Sala, quien mediante proveído de 26 veintiséis de marzo de 2019 dos mil diecinueve, admitió el recurso y confirmó la calificación de grado hecha por la juez de origen, asimismo, se hizo constar la oportuna expresión de agravios formulados por el apelante, que los apelados y demandados incidentistas ELIMINADO, ELIMINADO y ELIMINADO no contestaron y que el Agente del Ministerio Público adscrito al juzgado de origen desahogó la vista que se le dio con el recurso de mérito; en consecuencia, se citó a las partes para oír sentencia, turnándose los autos al Magistrado Ponente, a quien por sorteo aleatorio correspondió conocer, para la formulación del proyecto de resolución, habiéndose notificado el auto de 26 veintiséis de marzo de 2019 dos mil diecinueve, a ELIMINADO al apelante ELIMINADO y al AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO ADSCRITO A LA TERCERA SALA DEL H. SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO, el 27 veintisiete del mes y año en cita. Por lo tanto, el término para que pudiera inconformarse alguna de las partes con la radicación, feneció el 1° primero de abril de 2019 dos mil diecinueve, y en consecuencia, se estuvo en aptitud de emitir la resolución a partir del 2 dos del mismo mes y año.
C O N S I D E R A N D O

 

PRIMERO.- Los agravios que hace valer ELIMINADO, son del tenor literal siguiente: “PRIMERO.- La resolución es ilegal y me causa agravio, concretamente en su considerando tercero en relación al resolutivo segundo, porque se desatiende lo contenido en los artículos 81 y 83 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, pues la materia de estos agravios se constriñe a que la resolución del (sic) juez natural es ilegal al no decretar la CESACIÓN de la pensión decretada en autos, ya que no se da la premisa fundamental que establecen los preceptos indicados y por qué tal proceder choca con el espíritu de impartición de justicia que debe regir en la tramitación de los juicios y en el caso en particular, el (sic) C. Juez Resolutor (sic), sin mayor argumento establece que los elementos que debe acreditar el actor incidentista eran los siguientes: 1. La existencia de una determinación judicial en la que se le haya impuesto una obligación de proporcionar una pensión, y; 2.- Que las circunstancias que imperaban al momento de dictar dicha determinación hayan cambiado y que afecten el ejercicio de la acción que se dedujo en el juicio correspondiente, en este caso porque hayan dejado de necesitar los alimentos. Bajo ese tenor se establece que el primer y segundo de los elementos se encuentran demostrados únicamente respecto a ELIMINADO y ELIMINADO, más no así respecto a ELIMINADO; el razonamiento del (sic) juez es contrario al espíritu de la Ley ya que como lo establece el artículo 90 del Código de Procedimientos Civiles, las resoluciones firmes dictadas en negocios de alimentos… pueden alterarse y modificarse cuando cambien las circunstancias que afectan el ejercicio de la acción que se dedujo en el juicio correspondiente. Por lo que de acuerdo con el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, el elemento constitutivo a probar durante el ejercicio de la acción intentada en el incidente era el cambio de circunstancias posterior a la celebración del convenio de fecha ELIMINADO, para seguir otorgando el pago de pensión alimenticia al día de la presentación del incidente. No obstante que a criterio del (sic) A quo, el segundo de los elementos por lo que respecta a ELIMINADO no se encuentra demostrado, en virtud que, a la fecha de la celebración del convenio, es decir, el ELIMINADO, el derecho a recibir los alimentos la parte apelada, se sustentó en calidad de cónyuge, ya que para esa fecha existía el vínculo matrimonial con el suscrito, bajo esa óptica, a la fecha de la presentación del incidente, las circunstancias ya habían cambiado, pues tal y como se desprende de la documental pública consistente en el acta de divorcio expedida por la Dirección del Registro Civil de fecha ELIMINADO, el suscrito y la demandada incidentista nos encontramos divorciados, documental que en términos de lo que establecen los artículos 323 fracción IV en relación con los arábigos 388 y 391 del Código de Procedimientos Civiles, hacen prueba plena, misma que se le restó valor probatorio, pues de haberlo hecho hubiera decretado la cesación de la pensión convenida en el convenio celebrado dentro del juicio principal. En efecto me permito invocar el siguiente criterio emitido por la suprema corte de justicia de la nación: No. Registro: 216,366, Tesis aislada, Materia(s): Civil, Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación Tomo: XI, Mayo de 1993, Tesis: Página: 332, FAMILIA, CUESTIONES RELATIVAS A ELLA. EL JUZGADOR NO PUEDE APARTARSE DE LA LITIS. (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA). (la transcribe). En efecto, el razonamiento del (sic) Juez Natural es erróneo al establecer que al no existir calificación de culpabilidad en la hipótesis por la cual se decretó el divorcio, tanto ELIMINADO como ELIMINADO conservan su derecho de pedir alimentos a su contra parte, en calidad de excónyuges, situación que es contraria al espíritu de la ley, dado que en la actualidad no existen causales que declaren cónyuge culpable. Cabe señalar que actualmente el Código Familiar vigente en el Estado establece en el artículo 86 dos formas de divorcio mismas que me permito invocar para mayor ilustración: ARTÍCULO 86. El divorcio es la acción que disuelve el vínculo del matrimonio. La acción de divorcio es personal, y sólo se extingue por la muerte de uno o ambos cónyuges. Las dos formas de divorcio para disolver el vínculo matrimonial son: I. Incausado, cuando cualquiera de los cónyuges lo solicite, sin que se requiera que se señale la causa, razón o motivo que genere la petición, y II. Voluntario, cuando ambos cónyuges pueden convenir en divorciarse, en cuyo caso se tramitará por la vía judicial, ante el Juez Familiar, o Mixto; o de forma administrativa ante el Oficial que designe el Director del Registro Civil en el Estado. A mayor abundamiento, insisto en la actualidad no existe causal que permita determinar a un cónyuge culpable, basta el solo hecho que uno de los consortes cuando así lo considere decida no continuar unido en matrimonio, independientemente de la causa que le haya llevado a tomar tal determinación, en términos de lo que establece el artículo 89 del mismo ordenamiento invocado, pues al ser un derecho fundamental es de señalarse que uno de los principales derechos personalísimos, reconocidos por el orden jurídico mexicano, es el consistente en que todo el individuo, pueda elegir en forma libre y autónoma su proyecto de vida; es el reconocimiento del estado sobre la facultad natural de toda persona a ser individualmente como quiera ser, sin coacción ni controles injustificados, con el fin de cumplir las metas u objetivos que se ha fijado, de acuerdo con sus valores, ideas, expectativas, gustos, etcétera. Así después, el libre desarrollo de la personalidad comprende, entre otras expresiones, la libertad de contraer matrimonio o de no hacerlo: de procrear hijos y cuántos, o bien, decidir no tenerlos: en tanto que todos estos aspectos son parte de la forma en que una persona desea proyectarse y vivir su vida y que, por tanto, solo a ella corresponde decidir autónomamente; con lo anterior, queda claro que dentro de esa libertad de elección de planes de vida, queda comprendida la consistente determinación de una persona de no continuar casada. Al respecto, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha considerado que la condición de probar causales para determinar la disolución del matrimonio, atenta contra el libre desarrollo de la personalidad y ha resuelto que el divorcio no viola la garantía de audiencia, razón por la que ha declarado inconstitucional el sistema tradicional que así lo consideraba necesario; pues de acuerdo con el criterio emitido por la corte, el también llamado “divorcio sin causales”, no atenta contra la sociedad ni la familia; por el contrario la protege y fortalece al tratar de evitar conflictos en la disolución del vínculo matrimonial, así como enfrentamientos entre personas y familiares que alienten entre ellos la posibilidad de odio, violencia, egoísmo y acciones maliciosas; pues con esta adecuación, se observa el derecho humano a la libertad de decidir, consagrada en la Convención de los Derechos Humanos, el que se replica en la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos. Bajo esa premisa, al ser (sic) institución del matrimonio un contrato que regula y constituye la base de la familia, teniendo fuente de derecho y bases morales, por lo que es de interés público y social; sin embargo, el logro de la estabilidad familiar no implica que los consortes deban permanecer unidos al ser la convivencia entre ellos imposible, con pérdida del afecto que en un principio les unió el matrimonio. Por tanto, a través del divorcio, el Estado ha reconocido la existencia de una figura jurídica que permite disolver la unión conyugal y por ello evitar los efectos generados por las relaciones disfuncionales de maltrato o de violencia familiar que se suscitan entre los cónyuges, por lo que dada la solución de las partes es de señalarse que solo el matrimonio de estos es por una situación de derecho, y cuya voluntad ahora de ambas partes es el de no permanecer unidos legalmente en el matrimonio, sino por voluntad propia y así evitar la problemática en la convivencia familiar que dice la actora ha ocurrido dentro de su matrimonio, lo que la ha motivado, a solicitar el trámite de divorcio que solicita, y con ello se respeta la libertad de los cónyuges al expresar su voluntad de no continuar casados, lo cual propicia un ambiente adecuado para el bienestar emocional con la consecuente armonía entre los integrantes del núcleo familiar. SEGUNDO.- La resolución es incongruente y también me causa agravio, en razón de que, el (sic) A quo argumenta que conforme el artículo 93 del Código Familiar que dispone: En el supuesto del divorcio incausado, la o el cónyuge que así lo justifique en términos de ley, tendrá derecho a los alimentos, mientras no contraiga nuevas nupcias; viva en concubinato; o esté imposibilitado para trabajar. La imposibilidad referida se entiende como un obstáculo insuperable.; la demandada incidentista por una parte no ofreció alguna prueba eficaz para demostrar que se encuentra bajo esa hipótesis, es decir, que se encuentre imposibilitada para trabajar, y por otra establece que no puede interpretarse que se encuentre en (sic) total y absolutamente incapacitada para trabajar, situación que es contraria a lo que establece el artículo 4 constitucional que a la letra dice: El varón y la mujer son iguales ante la Ley… En efecto, es preciso puntualizar que el procedimiento en materia familiar por ser de orden público e interés general, los tribunales se encuentran facultados por el estado para intervenir de oficio, GUARDANDO LA EQUIDAD ENTRE ÉSTAS, DE TAL MODO QUE NO SE HAGA CONCESIÓN A UNA, SIN HACERLO A LA OTRA, por lo que tal determinación me causa agravio, pues les restó valor probatorio a las testimoniales rendidas por los C.C. ELIMINADO y ELIMINADO y ELIMINADO, quienes señalaron que saben y les consta que la demandada incidentista desempeñaba diversos lugares de trabajo, de las cuales se concluye que percibía una remuneración económica por dicha actividad, mismas que se les restó valor probatorio, al no ser adminiculadas con otras pruebas. Ahora bien, es criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que si el acreedor alimentario tiene una actividad remunerada y esa circunstancia está demostrada en las constancias procesales, aun cuando no esté cuantificado el monto de esos ingresos, entonces le corresponde la carga de la prueba para demostrar que las remuneraciones que obtiene no le son suficientes para sufragar sus necesidades más apremiantes. Por lo que al respecto se actualiza la cesación de la obligación de proporcionarle alimentos, contrario a lo señala (sic) por el (sic) juez natural, máxime como anteriormente quedó plasmado, la parte apelada no aportó prueba alguna para justificar que los ingresos que obtiene en su trabajo le son insuficientes para cubrir sus necesidades más apremiantes (alimentos), por lo que dicha situación se actualiza a lo dispuesto por el Artículo 163 Fracción VII del Código Familiar en el Estado, que reza lo siguiente: “Cesa la obligación de dar alimentos… Cuando el alimentista deja de necesitar los alimentos”. El referido argumento se sustenta en la tesis “ALIMENTOS. EL ESPOSO NO ESTÁ OBLIGADO A PROPORCIONARLOS A LA CÓNYUGE SI ESTA PERCIBE UNA REMUNERACIÓN (Legislación del Estado de México.) Por lo que es concluyente que la apelada cuenta con la capacidad física y mental para desempeñar cierta labor y obtener para sí los recursos indispensables para solventar sus necesidades elementales, por lo que al no estar imposibilitada materialmente para obtener y buscar un empleo a fin de satisfacer sus requerimientos básicos, ello no constituye motivo legal para que el suscrito siga otorgando cierta cantidad por concepto de pensión alimenticia pues de lo contrario atendiendo a la igualdad y equidad de género el suscrito me encontraría en la misma hipótesis. ALIMENTOS, NATURALEZA DE LOS. (la transcribe). TERCERO.- En efecto me causa agravio la resolución particularmente en el considerando segundo en relación con el resolutivo tercero, al desatenderse de los principios de congruencia establecidos en los artículos 81 y 83 de la Ley Adjetiva Civil en el Estado, puesto que, a la luz de la justicia, la Juez inferior no funda ni motiva su determinación, violando las reglas esenciales del procedimiento en mi perjuicio, puesto que en estricto sentido se establece que el suscrito venía proporcionando la cantidad de ELIMINADO, semanales por concepto de pensión alimenticia a favor de la apelada, ELIMINADO y ELIMINADO, coligiéndose que a cada uno le correspondía la cantidad de ELIMINADO, pero fue más allá de sus atribuciones al ser parcial, pues queda claro que no puede dejar sin efecto la pensión a favor de mis hijos y por otra incrementar la cantidad de (sic) atendiendo a la igualdad de los acreedores alimentistas le correspondía. El artículo 151 del Código Familiar en el Estado establece que, en el dictado de las sentencias se prevé una facultad discrecional, para el resolutor, pero el ejercicio de ésta no implica simplemente que el órgano jurisdiccional cuente con un poder arbitrario de decisión, sino que su desempeño debe traducirse siempre, en el examen escrupuloso y en la evaluación razonada de todos los elementos con que se cuente y que sean susceptibles de conducir a la emisión del juicio más adecuado al fin que persigue la ley cuando concede dicha facultad, de ahí que, es claro que, en (sic) caso concreto, la A quo no hizo una evaluación pormenorizada de todos los elementos de juicio a su alcance o no razonó debidamente su determinación, lo que se traduce en la existencia de un uso indebido de la facultad discrecional que le otorga la Ley y en el presente caso quedó demostrado que contrario a lo establecido por la A quo, resultaba procedente decretar de procedente la solicitud de cesación de pensión alimenticia y suponiendo sin conceder que le asistiera la razón a la demandada incidentista para dejar subsistente el pago de la pensión (sic) la misma; la cantidad condenada debía de ser inferior y, con los argumentos aquí vertidos, así deberá de considerarse al momento de dictar Resolución, revocando la Resolución Interlocutoria impugnada, por haberse violado en mi perjuicio lo dispuesto por los artículos 14 y 16 constitucionales. Con el objeto de robustecer lo anterior y aplicando un enlace lógico-jurídico, la demandada incidentista no acreditó de manera fehaciente que se encontraba imposibilitada que influyera en el ánimo del (sic) juzgador (sic) para determinar alguna incapacidad, pues no pasa desapercibido el hecho de (sic) la apelada, exhibió una constancia médica por parte del ELIMINADO mediante la cual pretendió acreditar su incapacidad, el mismo es una exposición de manera unilateral de los supuestos padecimientos, la cual no robusteció con medio alguno, que para efectos de la improcedencia con el incidente se demuestra la (sic) insuficiente para acreditar su incapacidad, la razón de los agravios es que el Juez Resolutor de amera (sic) subjetiva consideró para determinar la cantidad condenada; lo anterior tiene sustento en lo que establece la Suprema Corte de Justicia de la Nación: Novena Época, Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: V, Junio de 1997. Tesis: VI.2o.124 C. Página: 783. SENTENCIA INCONGRUENTE. ES AQUELLA QUE INTRODUCE CUESTIONES AJENAS A LA LITIS PLANTEADA O A LOS AGRAVIOS EXPRESADOS EN LA APELACIÓN. (la transcribe). Época: Séptima Época, Registro: 241489, Instancia: Tercera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volumen 74, Cuarta Parte, Materia(s): Civil, Tesis: Página: 13, ALIMENTOS, INCIDENTE DE REDUCCIÓN DE LA PENSIÓN DE. (la transcribe)”. 
 

SEGUNDO.- Los motivos de inconformidad primero y segundo hechos valer por el recurrente resultan inoperantes por insuficientes, y el tercer agravio es fundado, como enseguida se precisará.

Previo a exponer las razones que conducen a este Tribunal de Alzada a concluir de la manera apuntada, se considera necesario mencionar, en lo que interesa, los antecedentes siguientes:



1.- Mediante escrito recibido en la Oficialía de Partes Común a los Juzgados Civiles y Familiares, el 2 dos de julio de 2014 dos mil catorce, ELIMINADO, por sí y en representación de sus entonces hijos menores de edad ELIMINADO y ELIMINADO, compareció a demandar a ELIMINADO, por el pago de una pensión alimenticia para ella y para sus entonces menores hijos, y por el pago de costas y gastos del juicio, prestaciones que se sustentaron en síntesis, en que los litigantes contrajeron matrimonio civil el ELIMINADO, que procrearon ELIMINADO hijos de nombres ELIMINADO, ELIMINADO, ELIMINADO, ELIMINADO y ELIMINADO, que por problemas en su matrimonio su esposo decidió salirse del domicilio conyugal.

 

2.- Una vez que se emplazó a juicio al demandado, éste compareció a contestar la demanda instaurada en su contra, oponiendo las excepciones y defensas que estimó oportunas; en la audiencia de exhortación, celebrada el 2 dos de diciembre de 2015 dos mil quince, las partes celebraron convenio que fue aprobado y sancionado, en el que las partes pactaron lo siguiente:

“Enseguida, el demandado por conducto de su abogado patrono manifiesta: Que es su deseo realizar un convenio en los términos solicitados por la parte actora en la exhortación, bajo las siguientes cláusulas.---------------------------------------------------------------



PRIMERA.- Ambas partes se reconocen mutuamente la personalidad con la cual comparecen a juicio.------------------------



SEGUNDA.- El señor ELIMINADO se compromete a otorgar una pensión alimenticia definitiva a favor de la promovente, de ELIMINADO y el menor ELIMINADO, por la cantidad de ELIMINADO semanales, misma suma que tendrá un incremento cada año conforme al aumento que tenga el salario mínimo vigente en la región, esto a partir del año ELIMINADO.-----------------------------------------



TERCERA.- La forma de ministrar la pensión alimenticia, será mediante pago que directamente realizará el señor ELIMINADO, el día lunes o martes de cada semana, en este Juzgado o en su caso en la cuenta bancaria que le proporcione la parte actora.------------------------------



CUARTA.- Para garantizar la pensión alimenticia aquí mencionada, el señor ELIMINADO manifiesta que para tal efecto señala el vehículo ELIMINADO debiéndose girar el oficio correspondiente a la Secretaría de Finanzas del Estado, para dicha inscripción.--------------------------------------------------------------------



Ambas partes son conformes con lo anteriormente pactado, solicitando se cumpla en sus términos lo convenido.



Por último, una vez leído lo anterior a los presentes quienes bien impuestos de su valor y fuerza legal, expresaron su conformidad con el presente convenio, lo ratificaron y firmaron, elevándose a la categoría de sentencia ejecutoria, obligándose a estar y pasar por él en todo tiempo y lugar. Con lo anterior se da por terminada la presente audiencia, firmando para constancia los que en la misma intervinieron. Doy Fe. (Rúbricas).”.



3.- El 10 diez de julio de 2018 dos mil dieciocho, ELIMINADO promovió incidente de cesación de pensión alimenticia respecto de la que venía percibiendo ELIMINADO y sus hijos ELIMINADO y ELIMINADO, por las prestaciones consistentes en:

“a).- LA CESACIÓN TOTAL del porcentaje de la pensión alimenticia definitiva que pesa sobre mi sueldo y demás prestaciones que percibo y que vengo proporcionando a favor de mi ex cónyuge ELIMINADO y mis hijos ELIMINADO y ELIMINADO, respecto de mis ingresos ordinarios y extraordinarios como ELIMINADO.

b).- Como consecuencia la CANCELACIÓN de la cantidad de ELIMINADO que consigno semanalmente, por concepto de pensión alimenticia y que deposito en este juzgado desde el ELIMINADO, a la actualidad.

c).- Por el pago de Costas y Gastos que (sic) originen por motivo de la tramitación del presente juicio.”



Sustentando dichas prestaciones en los hechos que expuso en el apartado correspondiente del incidente referido.


4.- Mediante proveído de 6 seis de agosto de 2018 dos mil dieciocho, se admitió a trámite el Incidente de Cesación de Pensión Alimenticia, ordenándose emplazar a los demandados ELIMINADO, ELIMINADO y ELIMINADO.


5.- Una vez que fueron emplazados los reos, por acuerdo de 28 veintiocho de septiembre del año próximo pasado se tuvo a la diversa demandada incidentista ELIMINADO por contestando el incidente planteado en su contra señalando substancialmente encontrarse enferma, que nunca trabajó, ya que dependía económicamente del actor incidentista, que no vive en unión libre con ninguna persona, que no ha vuelto a contraer nuevas nupcias, que sus dos hijos viven con ella porque aún están solteros, sin que ofreciera en tiempo y forma probanzas de su intención.



6.- En virtud de no haber comparecido en tiempo y forma por auto de 17 diecisiete de octubre del año en mención se decretó la rebeldía de los diversos demandados ELIMINADO y ELIMINADO y en el mismo auto se señaló fecha y hora para el desahogo de las probanzas ofertadas por el incidentista, ELIMINADO y en su oportunidad se desahogaron las que lo ameritaron.

7.- Habiéndose desahogado por parte del actor incidentista, la confesional con cargo a los demandados ELIMINADO, ELIMINADO y ELIMINADO, la testimonial a cargo de tres testigos de nombres ELIMINADO, ELIMINADO y ELIMINADO y en la misma audiencia se aperturó el periodo de alegatos en el que ambas partes realizaron sus manifestaciones y al final se citó para resolver la incidencia.


8.- Finalmente, el 20 veinte de noviembre de 2018 dos mil dieciocho, se dictó la resolución interlocutoria materia de este recurso. 


Ahora, por cuestión de método y técnica jurídica, se estudiará en forma conjunta el primero y segundo de los motivos de disenso en cuestión, atento a la estrecha vinculación de los mismos; y, por último, se abordará el estudio del tercero de ellos.



En efecto, el disidente, sostiene en el primero de sus motivos de inconformidad que la interlocutoria recurrida es ilegal porque desatiende lo contenido en los artículos 81 y 83 del Código de Procedimientos Civiles en el Estado, así como que es ilegal que no se decretara la cesación de la pensión decretada en autos, al haber establecido la Juez Resolutora como elementos a acreditar por el actor incidentista los siguientes: 1. La existencia de una determinación judicial en la que se le haya impuesto una obligación de proporcionar una pensión, y; 2. Que las circunstancias que imperaban al momento de dictar dicha determinación hayan cambiado y que afecten el ejercicio de la acción que se dedujo en el juicio correspondiente, en este caso porque hayan dejado de necesitar los alimentos, y que determinara que estos se encontraban demostrados únicamente respecto a ELIMINADO y ELIMINADO, más no así respecto a ELIMINADO; por lo que el razonamiento de la Juez es contrario al espíritu de lo establecido por el artículo 90 del Código de Procedimientos Civiles, por lo que, de acuerdo con el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, el elemento constitutivo a probar durante el ejercicio de la acción intentada en el incidente era el cambio de circunstancias posterior al convenio, no obstante que a criterio de la A quo, el segundo de los elementos por lo que respecta a ELIMINADO no se demostró, aun y cuando en la actualidad no existe causal que permita determinar a un cónyuge culpable, asimismo señala que la A quo restó valor a la copia certificada del acta de divorcio que exhibió y con la que demostraba el segundo de los elementos.  


En el segundo de los motivos de inconformidad el recurrente señala en síntesis que le agravia la resolución por ser incongruente en razón de que conforme al artículo 93 del Código Familiar del Estado, la apelada no ofreció alguna prueba eficaz para acreditar que se encuentra bajo alguna de las hipótesis que refiere el numeral en cita, lo que es contrario al artículo 4º Constitucional, que en el procedimiento en materia familiar al ser de orden público e interés general los jueces se encuentran facultados para intervenir de oficio guardando la equidad entre estas, de tal modo que no se haga concesión a una, sin hacerla a la otra, lo que le causa agravio puesto que refiere que la A quo restó valor probatorio a las testimoniales rendidas, aun y cuando los testigos declararon que saben y les consta que la demandada incidentista se desempeña en diversos lugares de trabajo, por lo que percibe una remuneración económica de dicha actividad, medio de prueba al que considera el apelante que la Juez de origen le restó valor probatorio al no adminicularlo con otras pruebas.
Ahora bien, como se dijo los anteriores motivos de inconformidad son inoperantes por insuficientes, y para evidenciar la razón de ello, es necesario precisar lo expuesto por la Juez del conocimiento en la resolución que se impugna:
“… Sin embargo, como se adelantó, respecto a la acreedora ELIMINADO, el segundo elemento no se encuentra demostrado.



En efecto, primeramente es necesario mencionar que del convenio celebrado entre las partes el ELIMINADO, se aprecia que el derecho de la señora ELIMINADO a recibir alimentos de ELIMINADO se sustentó en su calidad de cónyuge, ya que para esa fecha existía el vínculo matrimonial entre ella y su contraparte, según se aprecia de la certificación del acta de matrimonio expedida por el Director del Registro Civil en el Estado, en la que se asentó el enlace entre las partes celebrado el ELIMINADO (foja 7).



De igual manera, de las pruebas que el actor ofreció dentro de esta incidencia, se aprecia que el ELIMINADO, la entonces Juez Quinto de lo Familiar de esta ciudad decretó la disolución del vínculo matrimonial que lo unía a la aquí demandada, fundándose en el divorcio sin expresión de causa y que dicha disolución quedó inscrita en el Registro Civil del Estado el ELIMINADO en el libro de divorcios; pues así se desprende de la certificación del acta de divorcio expedida por la Directora del Registro Civil del Estado, de la que se desprende la inscripción que realizó de los puntos resolutivos de la sentencia dictada por el Juez Familiar de referencia.



Documentales públicas que tienen pleno valor demostrativo en términos del artículo 323 fracción IV en relación con el 388 y 391 del Código de Procedimientos Civiles, al tratarse de actas relativas al estado civil de las personas expedidas por funcionarios del Registro Civil del Estado, con las que la suscrita llega a la certeza de que, a partir del ELIMINADO, el derecho de la señora ELIMINADO a recibir alimentos de ELIMINADO en calidad de cónyuge feneció, al haber adquirido la calidad de ex cónyuge por lo que al no existir calificación de culpabilidad en la hipótesis por la cual se decretó el divorcio, tanto ELIMINADO como ELIMINADO conservan su derecho de pedir alimentos a su contraparte, en calidad de ex cónyuges.



En el caso concreto, el actor incidentista aduce que ELIMINADO no demostró que se encuentra en la hipótesis del artículo 93 del Código Familiar, es decir, que se encuentra total y absolutamente impedida para desempeñar algún tipo de trabajo, con una incapacidad total de un cien por ciento, pues actualmente se desempeña como ELIMINADO y está ELIMINADO.



Mientras que ELIMINADO argumenta que aún tiene derecho y necesita recibir alimentos del actor porque se encuentra enferma, pues padece ELIMINADO desde hace ELIMINADO y de ELIMINADO desde hace ELIMINADO, aunado a que nunca ha trabajado, siempre dependió económicamente del actor y le es difícil conseguir trabajo, tampoco vive en unión libre con alguna persona y no se ha vuelto a casar.



En ese sentido, conviene mencionar que el artículo 93 del Código Familiar dispone: “En el supuesto del divorcio incausado, la o el cónyuge que así lo justifique en términos de ley, tendrá derecho a los alimentos, mientras no contraiga nuevas nupcias; viva en concubinato; o esté imposibilitado para trabajar. La imposibilidad referida se entiende como un obstáculo insuperable.”; sin embargo, atento a lo dispuesto en los artículos 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
 y 17, punto 4, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
, el invocado numeral debe interpretarse en el sentido de garantizar la igualdad y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los ex cónyuges cuando ocurre el divorcio.



En efecto, la Primera Sala de nuestro Máximo Tribunal ha establecido que de los citados artículos 4, 11 y 17 punto 4, deriva el derecho fundamental de toda persona a acceder a un nivel de vida adecuado o digno.



Derivado de los amparos directos en revisión 269/2014 y 230/2014, se interpretó ese derecho fundamental en relación con la obligación de dar alimentos y se estableció que la legislación civil o familiar en nuestro país reconoce una serie de relaciones familiares de las que pude surgir la obligación de dar alimentos, entre las que destacan: las relaciones paterno-filiales, el parentesco, el matrimonio, el concubinato y la pensión compensatoria en casos de divorcio.



Respecto a esta última, se señaló que una vez decretada la disolución del matrimonio, la obligación de dar alimentos entre cónyuges termina y podría, en un momento dado, dar lugar a aquélla para resarcir el desequilibrio económico que suele presentar el cónyuge que durante el matrimonio se vio imposibilitado para hacerse de una independencia económica, dotándolo de un ingreso suficiente hasta en tanto se encuentre en posibilidades de proporcionarse a sí mismo los medios necesarios para su subsistencia. 



Posteriormente, al resolver la contradicción de tesis 359/2014, la referida Sala consideró que para el efectivo cumplimiento del artículo 17, numeral 4, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Estado debe garantizar la igualdad y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los ex cónyuges cuando ocurre el divorcio, lo cual permite reconocer el derecho a percibir alimentos después de la disolución.



Por tanto, conforme a la doctrina jurisprudencial invocada, la pensión compensatoria en casos de divorcio forma parte de la institución de los alimentos en el derecho mexicano y guarda una íntima relación con el derecho fundamental de acceso a un nivel de vida adecuado previsto en los artículos 4o. y 11 citados, así como el deber del Estado de garantizar la igualdad y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los ex cónyuges cuando ocurre el divorcio, en términos del artículo 17, numeral 4, referido, pues evita que el cónyuge que durante el matrimonio se haya visto imposibilitado para desarrollar una independencia económica en virtud de haberse dedicado a las tareas de mantenimiento del hogar y cuidado de los hijos, una vez disuelto el vínculo, se encuentre en un estado de necesidad que afecte su dignidad como persona y haga nugatorio dicho derecho
.



En el caso a estudio, si bien es cierto, la señora ELIMINADO no ofreció alguna prueba eficaz para demostrar que se ubica en la hipótesis del artículo 93 del Código Familiar, es decir, que está imposibilitada para trabajar, lo cierto es que esa imposibilidad no puede interpretarse en el sentido que pretende el actor, es decir, que se encuentra total y absolutamente incapacitada para trabajar, pues de darle ese sentido a la norma se contravendría la doctrina jurisprudencial que se ha invocado, la cual, como se dijo, se encamina a garantizar tanto el derecho fundamental de acceso a un nivel de vida adecuado, como la igualdad y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los ex cónyuges cuando ocurre el divorcio, de manera que al artículo 93 del Código Familiar debe otorgársele una interpretación conforme a los artículos 4, 11 y 17 punto 4 citados, en el sentido de que la imposibilidad puede derivar no solamente de una causa física, sino de otra que pueda constituir un obstáculo razonable para que el ex cónyuge pueda allegarse los recursos para solventar su propia subsistencia, como puede ser una situación de vulnerabilidad, lo que implicaría resolver, además, con una perspectiva de género.



En ese sentido, conviene mencionar que es un hecho evidente que en nuestra sociedad es común que entre los cónyuges exista un desequilibrio ante una determinada distribución de funciones al interior del hogar, a partir de lo cual uno emprende su desarrollo profesional en el mercado laboral remunerado y el otro asume preponderantemente -cuando no exclusivamente-, las cargas de las tareas domésticas y de cuidado de dependientes, por lo que dicho reparto de responsabilidades sostenido en el tiempo genera el debilitamiento de los vínculos del cónyuge que se dedica al hogar en el mercado laboral, como las oportunidades de empleo perdidas, las pocas horas de trabajo remunerado, los trabajos exclusivamente en el sector no estructurado de la economía y sueldos más bajos, el acceso más limitado a prestaciones de seguridad social y la disponibilidad de menor tiempo para la educación y la formación.



Lo que trae como resultado que cuando se da una separación entre los cónyuges, se abra una significativa brecha económica entre ambos, que en última instancia puede colocar al cónyuge que no tuvo oportunidad de desarrollarse en el mercado laboral en tal desventaja que incida en su capacidad para hacerse de los medios suficientes para sufragar sus necesidades y, consecuentemente, le impida el acceso a un nivel de vida adecuado.



En la especie, si bien, el actor demostró que ELIMINADO se ha desempeñado como ELIMINADO durante aproximadamente ELIMINADO, pues así lo refirieron los ciudadanos ELIMINADO, ELIMINADO y ELIMINADO, quienes el 29 veintinueve de octubre de 2018 dos mil dieciocho, luego de manifestar  que conocen a las partes y a sus hijos, contestaron en términos semejantes, en lo que interesa, que llegaron a ver a ELIMINADO trabajando en ELIMINADO, agregando el primero que la vio aproximadamente ELIMINADO, el segundo que no recuerda y el tercero que desde hace ELIMINADO; testimonios a los que se confiere valor probatorio, de conformidad con la facultad discrecional que otorga a la suscrita el artículo 400 del Código de Procedimientos Civiles, ya que fueron vertidos por personas mayores de edad, presumiéndose su capacidad para narrar de forma objetiva el hecho sobre el que versó su declaración, pues se colige que lo apreciaron en forma directa, por medio de los sentidos, por sí mismos y no por inducciones ni referencias de otras personas, aunado a que su declaración fue clara y precisa, sin dudas ni reticencias, sobre la sustancia del hecho, y tampoco se aprecia que los testigos hayan sido obligados por fuerza o miedo, ni impulsados por engaño, error o soborno; también cierto es que dichos atestos, lejos de beneficiar al actor incidentista, favorecen a ELIMINADO, porque ponen en evidencia el estado de vulnerabilidad en que se encuentra ésta, al verse en la necesidad de desempeñar actividades informales o eventuales como ELIMINADO en la finalidad de obtener ingresos para subsistir; actividades que, como se dijo, se consideran informales y carentes de prestaciones de seguridad social.   



Por tanto, resulta lógico y creíble que la actora argumente que necesita los alimentos porque siempre ha dependido económicamente del actor y le es difícil conseguir trabajo, pues aunado a la presunción que tiene a su favor de haber asumido en forma preponderante las cargas y exigencias derivadas del cuidado del hogar y de los hijos durante el matrimonio (la que no fue desvirtuada por el actor incidentista), se ha visto en la necesidad de recurrir a trabajos informales, carentes de prestaciones de seguridad social, exponiéndose a las inseguridades que para una mujer se agravan en los centros nocturnos; ello, sumado al hecho de que a la fecha tiene aproximadamente 56 cincuenta y seis años de edad
, lo que la coloca aún más en un estado de vulnerabilidad, porque también es un hecho evidente que el mercado laboral formal, tratándose del sexo femenino, favorece a la mano de obra de mujeres en edad productiva, edad en la que evidentemente ya no se encuentra la demandada incidentista.



Condiciones que se consideran que constituyen un obstáculo para que ELIMINADO pueda acceder a (sic) inmediatamente a una actividad, como se dijo, formal, que le genere ingresos fijos y suficientes para solventar dignamente sus necesidades más elementales de alimentación, vestido y habitación, lo que la ubica en la hipótesis prevista en el artículo 93 del Código Familiar interpretado conforme a los artículos 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 17, punto 4, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.



Lo que a su vez, permite llegar a la convicción de que el segundo elemento de la acción en estudio, respecto a ELIMINADO no se encuentra demostrado, al quedar evidenciados los motivos por los que aún necesita recibir una pensión alimenticia compensatoria del deudor, ahora en calidad de ex cónyuge.



En esas condiciones, se concluye que el actor ELIMINADO probó los elementos constitutivos de su acción incidental únicamente en relación a los acreedores ELIMINADO y ELIMINADO, quienes no hicieron valer alguna defensa, no así respecto a ELIMINADO, quien demostró en parte sus defensas; por lo tanto:

 

1. Se decreta la cesación de la obligación de ELIMINADO a proporcionar alimentos a sus hijos ELIMINADO y ELIMINADO.

  

2. Subsiste la obligación de ELIMINADO a proporcionar alimentos a ELIMINADO, ahora en calidad de ex cónyuge.



En consecuencia, tomando en consideración que en el convenio de origen las partes pactaron que ELIMINADO otorgaría ELIMINADO por concepto de pensión alimenticia a favor de su entonces cónyuge y sus hijos ELIMINADO y ELIMINADO, coligiéndose que a cada uno correspondía el (sic) ELIMINADO, y que esa cantidad debió incrementarse a partir del ELIMINADO conforme al salario mínimo vigente, es decir, ELIMINADO en el ELIMINADO en el ELIMINADO, arrojando un total de ELIMINADO; se considera justo y lega (sic) que la cantidad que en adelante deba proporcionar ELIMINADO a la señora ELIMINADO en forma semanal sea de ELIMINADO, la que deberá entregar en la forma y términos estipulados en el convenio.



En esas condiciones, se cancela la pensión alimenticia decretada a favor de ELIMINADO y ELIMINADO mediante convenio celebrado el ELIMINADO; por tanto, una vez que esta resolución quede firme, el deudor quedará eximido de seguir depositando la pensión alimenticia a favor de los nombrados acreedores como lo había venido haciendo, quedando únicamente obligado a proporcionar a la señora ELIMINADO, en forma semanal, ELIMINADO por concepto de pensión alimenticia compensatoria.



En el entendido que se deja subsistente el embargo de los bienes señalados en la diligencia de requerimiento de pago, embargo y emplazamiento efectuada el 24 veinticuatro de septiembre de 2015 dos mil quince.”
Como se observa de la anterior transcripción, la Juez de origen, señaló en la especie, que el segundo elemento no se encontraba demostrado, lo que sustentó con el análisis del convenio celebrado entre las partes el ELIMINADO, del cual se aprecia que el derecho de la señora ELIMINADO a recibir alimentos de ELIMINADO se sustentó en su calidad de cónyuge; de las pruebas que el actor ofreció dentro de esta incidencia, de igual forma estimó, la existencia de la disolución del vínculo matrimonial que unía a las partes, que se fundó en el divorcio sin expresión de causa y que dicha disolución quedó inscrita en el Registro Civil del Estado el ELIMINADO, documentales a las que les concedió pleno valor demostrativo en términos del artículo 323, fracción IV, en relación con el 388 y 391 del Código de Procedimientos Civiles, con las que llegó a la certeza de que, a partir del ELIMINADO, el derecho de la señora ELIMINADO a recibir alimentos de ELIMINADO en calidad de cónyuge feneció, al haber adquirido la calidad de ex cónyuge por lo que al no existir calificación de culpabilidad en la hipótesis por la cual se decretó el divorcio, tanto ELIMINADO como ELIMINADO conservaban su derecho de pedir alimentos a su contraparte, en calidad de ex cónyuges. 

De igual manera, la A quo señaló que el actor incidentista expuso que ELIMINADO no demostró que se encuentre en la hipótesis del artículo 93 del Código Familiar, es decir, que estuviera total y absolutamente impedida para desempeñar algún tipo de trabajo, con una incapacidad total de un cien por ciento, puesto que se desempeña como ELIMINADO y ELIMINADO, así mismo la Juez expuso lo argumentado por ELIMINADO de que aún tiene derecho y necesita recibir alimentos del actor porque se encuentra enferma, pues padece ELIMINADO desde hace ELIMINADO y de ELIMINADO desde hace ELIMINADO aproximadamente, aunado a que nunca ha trabajado, ya que siempre dependió económicamente del actor y le es difícil conseguir trabajo, y que tampoco vive en unión libre con alguna persona y no se ha vuelto a casar.

Luego, la A quo citó el contenido del artículo 93 del Código Familiar, y expuso que, atento a lo dispuesto en los artículos 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 17, punto 4, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el invocado numeral debe interpretarse en el sentido de garantizar la igualdad y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los ex cónyuges cuando ocurre el divorcio.

La A quo hizo incluso mención de los amparos directos en revisión ELIMINADO y ELIMINADO, en los que se interpretó el derecho fundamental en relación con la obligación de dar alimentos y estableció que la legislación civil o familiar en nuestro país reconoce una serie de relaciones familiares de las que pude surgir la obligación de dar alimentos, entre las que destacan: las relaciones paterno-filiales, el parentesco, el matrimonio, el concubinato y la pensión compensatoria en casos de divorcio. Respecto a esta última, dijo que una vez decretada la disolución del matrimonio, la obligación de dar alimentos entre cónyuges termina y podría, en un momento dado, dar lugar a aquélla para resarcir el desequilibrio económico que suele presentar el cónyuge que durante el matrimonio se vio imposibilitado para hacerse de una independencia económica, dotándolo de un ingreso suficiente hasta en tanto se encuentre en posibilidades de proporcionarse a sí mismo los medios necesarios para su subsistencia. 

Expuso la Juez que en la contradicción de tesis 359/2014, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que para el efectivo cumplimiento del artículo 17, numeral 4, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Estado debe garantizar la igualdad y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los ex cónyuges cuando ocurre el divorcio, lo cual permite reconocer el derecho a percibir alimentos después de la disolución.

Por tanto, concluyó que conforme a la doctrina jurisprudencial que invocó, la pensión compensatoria en casos de divorcio forma parte de la institución de los alimentos en el derecho mexicano y guarda una íntima relación con el derecho fundamental de acceso a un nivel de vida adecuado previsto en los artículos 4º y 11 citados, así como el deber del Estado de garantizar la igualdad y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los ex cónyuges cuando ocurre el divorcio, en términos del artículo 17, numeral 4, referido, pues evita que el cónyuge que durante el matrimonio se haya visto imposibilitado para desarrollar una independencia económica en virtud de haberse dedicado a las tareas del mantenimiento del hogar y cuidado de los hijos, una vez disuelto el vínculo, se encuentre en un estado de necesidad que afecte su dignidad como persona y haga nugatorio dicho derecho.
Por lo que, con motivo de lo anterior determinó que en la especie, si bien, el actor demostró que ELIMINADO se ha desempeñado como ELIMINADO durante aproximadamente ELIMINADO, pues así lo refirieron los testigos ELIMINADO, ELIMINADO y ELIMINADO, quienes manifestaron que conocen a las partes y a sus hijos, contestaron en términos semejantes, en lo que interesa, que llegaron a ver a ELIMINADO trabajando en ELIMINADO, agregando el primero que la vio aproximadamente ELIMINADO antes, el segundo que  no recuerda y el tercero que desde hace ELIMINADO; testimonios a los que la Juzgadora les confirió valor probatorio, de conformidad con la facultad discrecional que le otorga el artículo 400 del Código de Procedimientos Civiles, sin embargo dichos atestos, señaló que lejos de beneficiar al actor incidentista, le favorecían a ELIMINADO, porque ponen en evidencia el estado de vulnerabilidad en que se encuentra ésta, al verse en la necesidad de desempeñar actividades informales o eventuales como ELIMINADO con la finalidad de obtener ingresos para subsistir; actividades que, como se dijo, se consideran informales y carentes de prestaciones de seguridad social.   
Por tanto, la Juzgadora determinó que resultaba lógico y creíble que la actora argumentara que necesitaba los alimentos porque siempre había dependido económicamente del actor y le era difícil conseguir trabajo, pues aunado a la presunción que tenía a su favor de haber asumido en forma preponderante las cargas y exigencias derivadas del cuidado del hogar y de los hijos durante el matrimonio (la que no fue desvirtuada por el actor incidentista), se veía en la necesidad de recurrir a trabajos informales, carentes de prestaciones de seguridad social, exponiéndose a las inseguridades que para una mujer se agravan en ELIMINADO; ello, sumado al hecho de que en esa fecha tenía aproximadamente ELIMINADO de edad, lo que la colocaba aún más en un estado de vulnerabilidad, porque también es un hecho evidente que el mercado laboral formal, tratándose del sexo femenino, favorece a la mano de obra de mujeres en edad productiva, edad en la que evidentemente ya no se encuentra la demandada incidentista.

Condiciones las apuntadas anteriormente que consideró la A quo constituyen un obstáculo para que ELIMINADO pueda acceder inmediatamente a una actividad, como se dijo, formal, que le genere ingresos fijos y suficientes para solventar dignamente sus necesidades más elementales de alimentación, vestido y habitación, por lo que la llevó a considerar que la misma se encuentra en la hipótesis prevista en el artículo 93 del Código Familiar interpretado conforme a los artículos 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 17, punto 4, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, lo que le produjo la convicción de que el segundo elemento de la acción en estudio, respecto a ELIMINADO no se encontraba demostrado, al quedar evidenciados los motivos por los que aún necesita recibir una pensión alimenticia compensatoria del deudor, ahora en calidad de ex cónyuge.

Razones y fundamentos que anteceden que determinó suficientes la Juez del conocimiento para dejar subsiste la obligación de ELIMINADO a proporcionar alimentos a ELIMINADO, ahora en calidad de ex cónyuge, por concepto de pensión alimenticia compensatoria.
Por tanto, es claro que la Juez de origen, atendió a los argumentos expuestos tanto por el actor incidentista, como por la demandada en su escrito de contestación, estableció las razones y fundamento por qué determinó que era procedente que subsistiera la obligación de ELIMINADO a proporcionar alimentos a ELIMINADO, ahora en calidad de ex cónyuge.

Sin embargo, el recurrente, se concretó a exponer en vía de agravio que se desatendió lo contenido en los artículos 81 y 83 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, que las circunstancias ya habían cambiado, como se desprendía del acta de divorcio puesto que se encuentran divorciados, acta a la que el A quo le restó valor probatorio, así como que la resolución impugnada es incongruente, que la demandada incidentista no ofreció alguna prueba eficaz para demostrar que se encuentra bajo la hipótesis del artículo 93 de la Ley Familiar, y que se le restó valor probatorio a las testimoniales rendidas por ELIMINADO, ELIMINADO y ELIMINADO, así como que era carga de la prueba de la demandada demostrar que las remuneraciones que obtiene no le son suficientes; planteamientos que de manera alguna tienden a combatir o a destruir los razonamientos que se expresaron en el fallo apelado y aún más tampoco se hacen valer circunstancias de hecho y de derecho que tiendan a demostrar y puntualizar la procedencia de las violaciones en las que en concepto del inconforme haya incurrido la Juzgadora, pues omite controvertir de manera frontal, si las consideraciones de la Juez del primer conocimiento que la condujeron a decidir sobre el porqué aun y cuando la apelada no ofreció alguna prueba eficaz para acreditar que se encuentra bajo alguna de las hipótesis que refiere el numeral 93 de la Ley Familiar del Estado, determinó dejar subsistente la pensión alimenticia que otorga a su favor el apelante ahora como pensión alimenticia compensatoria; así como si es correcto o no que se hubiera otorgado a la testimonial que ofertó el recurrente el alcance probatorio en favor de la demandada incidentista, o bien si con dicha prueba se evidenciaba o no una vulnerabilidad o desequilibrio de la apelada por el hecho de ser mujer y la edad de la misma; de igual manera omitió señalar si es cierto o no que procedía en el juicio que nos ocupa la interpretación conforme realizada del artículo 93 del Código Familiar, acorde a lo dispuesto en los artículos 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 17, punto 4, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en el sentido de garantizar la igualdad y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los ex cónyuges cuando ocurre el divorcio; omite precisar si es correcto o no que la demandada necesita recibir alimentos del actor porque nunca trabajó, y porque siempre dependió económicamente del actor; o bien si la presunción valorada a favor de la demandada de haber asumido en forma preponderante las cargas y exigencias derivadas del cuidado del hogar y de los hijos durante el matrimonio fue o no acertada; asimismo, deja de controvertir si es o no verídico que la demandada se ve en la necesidad de recurrir a trabajos informales, carentes de prestaciones de seguridad social, exponiéndose a las inseguridades o bien si es cierto o no que el hecho de que en esa fecha tenía aproximadamente ELIMINADO de edad, y por ello se le coloca en un estado de vulnerabilidad, porque el mercado laboral formal, tratándose del sexo femenino, favorece a la mano de obra de mujeres en edad productiva, y si efectivamente o no todo lo anterior constituye un obstáculo para que ELIMINADO pueda acceder inmediatamente a una actividad formal, que le genere ingresos fijos y suficientes para solventar dignamente sus necesidades más elementales de alimentación, vestido y habitación; asimismo, si fue correcto o no que la Juzgadora determinara que la demandada se encontraba en la hipótesis prevista en el artículo 93 del Código Familiar interpretado conforme a los artículos 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 17, punto 4, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y finalmente si fue acertado o inexacto la convicción de que el segundo elemento de la acción no se encontraba demostrado, al quedar evidenciados los motivos por los que aún necesita recibir una pensión alimenticia compensatoria del deudor, ahora en calidad de ex cónyuge, es decir omitió a su vez precisar si fue correcto o no que la A quo hubiera juzgado con perspectiva de género en beneficio de ELIMINADO, ni menos aún atacó el alcance probatorio otorgado por la misma a la prueba testimonial mencionada, ya que se limitó a señalar que se restó valor probatorio tanto a la documental pública que hizo consistir en el acta de divorcio y la testimonial desahogada, lo cual resulta erróneo ya que la Juzgadora les concedió a ambos medios de prueba valor probatorio pleno en términos de ley, tal como se aprecia de la resolución que nos ocupa. 
Entonces, al no haber controvertido el recurrente la totalidad de los puntos torales que llevaron a la A quo a considerar la subsistencia de la obligación de ELIMINADO a proporcionar alimentos a ELIMINADO, ahora en calidad de ex cónyuge, es decir la pensión compensatoria, así como no haber combatido las razones por las cuales le fue concedida a la prueba testimonial el alcance probatorio en beneficio de la demandada incidentista, es decir, al haber omitido impugnar las consideraciones destacadas en los párrafos que anteceden, es suficiente tal circunstancia para que permanezcan inalterables, al ser sus agravios ineludiblemente insuficientes para revocar o modificar el fallo recurrido sobre el tópico en estudio, toda vez que las consideraciones no controvertidas, son suficientes para sustentar la determinación de la Juez de origen, las que al no haber sido impugnadas, conlleva que deban subsistir para seguir rigiendo en el sentido del fallo.


 En tal virtud, si los fundamentos y consideraciones emitidas por la resolutora, transcritos con antelación, no se combatieron adecuadamente en los agravios vertidos en esta segunda instancia, al margen de que sean o no correctos, deben permanecer incólumes para continuar rigiendo el sentido del fallo, habida cuenta que esta autoridad no puede estimar que se cause algún agravio, por la sola afirmación del recurrente, sin que se haya precisado o fijado circunstancia alguna que demuestre que las consideraciones de la juez son incorrectas, ya sea porque se aplicó o interpretó indebidamente un precepto legal o bien porque siendo aplicable no se empleó, dado que la legalidad o ilegalidad de una resolución se debe hacer valer en función a los motivos de disenso que en su contra se enderecen, pues adoptar lo contrario, significaría estar supliendo la deficiencia de los agravios en un caso que no está permitido hacerlo, por no encontrase en el supuesto para la misma.


Encuentra apoyo lo anterior, en el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su jurisprudencia visible en la Gaceta al Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, número 76, Abril de 1994, a fojas 75, que a la letra reza: 
“AGRAVIOS INSUFICIENTES.- Cuando en los agravios aducidos por el recurrente no se precisan argumentos tendientes a demostrar la ilegalidad de la sentencia, ni se atacan los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta el sentido del fallo, se impone confirmarlo en sus términos por la insuficiencia de los propios agravios.”. 



Así como en la Jurisprudencia publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo IX, Mayo de 1999, Materia(s): Común, Tesis: II.2o.C. J/9, Página: 931, Época: Novena Época, Registro: 194040, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito que dice:

“AGRAVIOS INSUFICIENTES. ES INNECESARIO SU ESTUDIO SI LO ALEGADO NO COMBATE UN ASPECTO FUNDAMENTAL DE LA SENTENCIA RECURRIDA, QUE POR SÍ ES SUFICIENTE PARA SUSTENTARLA. Cuando la sentencia impugnada se apoya en diversas consideraciones esenciales, pero una de ellas es bastante para sustentarla y no es combatida, los agravios deben declararse insuficientes omitiéndose su estudio, pues de cualquier modo subsiste la consideración sustancial no controvertida de la resolución impugnada, y por tal motivo sigue rigiendo su sentido.”



Y el criterio que sobre el particular sostiene el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, Agosto de 2001, página 1301, cuyo epígrafe es el siguiente: 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA QUE RESULTE SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO, HACE INNECESARIO EL ESTUDIO DE LOS.- Si el tribunal responsable, para sustentar el sentido de la resolución reclamada, expresó diversas consideraciones, las cuales resultan autónomas o independientes entre sí, y suficientes cada una de ellas para regir su sentido, la ineficacia de los motivos de inconformidad tendientes a evidenciar la ilegalidad de alguna de tales consideraciones, hace innecesario el estudio de las restantes, pues su examen en nada variaría el sentido de la resolución reclamada, ya que basta que quede firme alguna para que dicha consideración sustente por sí sola el sentido del fallo.”.


En diverso orden de ideas, por lo que hace al tercero de los motivos de inconformidad expone el apelante en síntesis que le causa agravio que se desatendieron los principios de congruencia establecidos en los artículos 81 y 83 de la Ley Adjetiva Civil en el Estado, puesto que, a la luz de la justicia, la Juez inferior no funda ni motiva su determinación, violando las reglas esenciales del procedimiento en su perjuicio, puesto que en estricto sentido se establece que el apelante venía proporcionando la cantidad de ELIMINADO, semanales por concepto de pensión alimenticia a favor de la apelada, y de sus hijos ELIMINADO y ELIMINADO, coligiendo que a cada uno le correspondía la cantidad de ELIMINADO, pero la A quo fue más allá de sus atribuciones al ser parcial. Que el artículo 151 del Código Familiar en el Estado establece que, en el dictado de las sentencias se prevé una facultad discrecional, para el resolutor, pero el ejercicio de ésta no implica simplemente que el órgano jurisdiccional cuente con un poder arbitrario de decisión, que es claro que, en el caso concreto, la A quo no hizo una evaluación pormenorizada de todos los elementos de juicio a su alcance o no razonó debidamente su determinación, lo que se traduce en la existencia de un uso indebido de la facultad discrecional que le otorga la Ley y en el presente caso quedó demostrado que contrario a lo establecido por la A quo, resultaba procedente decretar la cesación de pensión alimenticia, y suponiendo sin conceder que le asistiera la razón a la demandada incidentista para dejar subsistente el pago de la pensión a su favor la cantidad condenada debía de ser inferior, por lo que se viola en su perjuicio lo dispuesto por los artículos 14 y 16 constitucionales. 



Los anteriores conceptos de agravio, se analizan en forma conjunta dada la estrecha relación que guardan entre sí, mismos que resultan fundados, derivado de que efectivamente la Inferior en grado dejó de aplicar lo dispuesto por el ordinal 81, de la Ley Adjetiva Civil que al efecto cita:
“ART. 81.- Las sentencias deben ser claras, precisas y congruentes con las demandas y las contestaciones y con las demás pretensiones deducidas oportunamente en el pleito, condenando o absolviendo al demandado, y decidiendo todos los puntos litigiosos que hayan sido objeto del debate. Cuando éstos hubieren sido varios, se hará el pronunciamiento correspondiente a cada uno de ellos.”

Para una mejor comprensión de lo señalado anteriormente, por economía procesal se reproducen los antecedentes referidos en el proemio de la presente resolución, de los que se advierte que la Litis planteada en el incidente de cesación de pensión alimenticia lo fue la cesación de la pensión alimenticia otorgada por ELIMINADO a la apelada con motivo del convenio celebrado en su oportunidad por las partes y en el cual el apelado se comprometía a otorgar tanto a favor de sus hijos ELIMINADO y ELIMINADO como de ELIMINADO el pago de pensión alimenticia, convenio del que si bien se advierte que en la cláusula segunda se pactó:
“…SEGUNDA.- El señor ELIMINADO se compromete a otorgar una pensión alimenticia definitiva a favor de la promovente, de ELIMINADO y el menor ELIMINADO, por la cantidad de ELIMINADO semanales, misma suma que tendrá un incremento cada año conforme al aumento que tenga el salario mínimo vigente en la región, esto a partir del año ELIMINADO.”
Es decir, si bien se convino que dicha pensión alimenticia tendría un incremento acorde al salario mínimo vigente a partir del año ELIMINADO, esto no formó parte de la litis del incidente de Cesación planteado, es decir no se relacionó tal cuestión en la demanda o en la contestación y mucho menos fue motivo de prueba, por ende no formó parte del conflicto que nos ocupa, en ese orden de ideas de manera indebida se introdujo como elemento ajeno a la litis una prestación no reclamada, lo que motivó una condena no solicitada, violentando con ello el principio de congruencia que debe regir en toda sentencia, ya que tal principio consiste en que esta debe dictarse en concordancia con lo demandado.


Lo anterior tomando en consideración que la congruencia de las sentencias consiste, esencialmente, en la armonía o concordancia que debe existir entre lo pedido por las partes, y lo resuelto en definitiva, por lo que de no hacerlo así resulta violatoria de derechos fundamentales la sentencia así dictada por inobservancia a los principios de congruencia y motivación que tutelan los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, puesto que con tal proceder emitió una sentencia incongruente y carente de motivación, al señalar hechos que no se deducen de la litis planteada. Esto es, ya que el citado principio de congruencia se conforma por dos aspectos, un primero que constituye la congruencia externa, relativo a que debe dictarse sin sobrepasar la litis planteada, es decir, sin excederse de los puntos materia de la controversia, de manera que la condena o absolución debe referirse a las prestaciones reclamadas, y el segundo la interna, consistente en que las consideraciones contenidas en la decisión judicial se vean reflejadas en los puntos resolutivos.
El principio de congruencia que debe regir en toda sentencia estriba en que ésta debe dictarse en concordancia con lo demandado, así como con la contestación formulada por el enjuiciado, estableciendo de esa forma la garantía de legalidad, de ello que exista incongruencia en una resolución cuando se introducen en esta elementos ajenos a la litis (alguna prestación no reclamada, una condena no solicitada).
Cobra puntual aplicación al caso que nos ocupa la Jurisprudencia, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XV, Enero de 2002, Materia(s): Civil, Tesis: VI.2o.C. J/218, Página: 1238, Época: Novena Época, Registro: 187909, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, que textualmente dice:
“SENTENCIA INCONGRUENTE. ES AQUELLA QUE INTRODUCE CUESTIONES AJENAS A LA LITIS PLANTEADA O A LOS AGRAVIOS EXPRESADOS EN LA APELACIÓN. El principio de congruencia en una sentencia de primer grado consiste en que debe dictarse en concordancia con lo reclamado en la demanda y la contestación, y en la de segunda instancia, en atender exclusivamente los agravios expresados por el apelante, o los apelantes, en caso de adherirse al mismo la parte que obtuvo, o bien, cuando apela porque no obtuvo todo lo que pidió, porque de lo contrario se desnaturalizaría la esencia del recurso. Por ende, existe incongruencia en una resolución cuando se introducen en ésta elementos ajenos a la litis (alguna prestación no reclamada, una condena no solicitada), o bien, cuando el tribunal de alzada aborda el estudio de cuestiones no planteadas en la demanda, o en la contestación de ella, o que no fueron materia de la apelación porque el que obtuvo no apeló adhesivamente para que dicho tribunal de alzada estuviere en aptitud de estudiar las cuestiones omitidas por el inferior.”
Cabe señalar, que el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos obliga a las autoridades a fundar y motivar los actos que emitan, con la finalidad de evitar que lo hagan en forma arbitraria, como acontece en el caso que nos ocupa, ello ya que la A quo fue omisa en fundar y motivar su determinación de actualizar el monto de la pensión alimenticia otorgada a ELIMINADO, añadiendo los incrementos sufridos al salario mínimo a partir del año ELIMINADO, lo anterior en razón de que ante su decisión de mantener el pago de la pensión alimenticia de la apelada por las razones expuestas con antelación, con independencia de lo correcto o no de los mismos, lo cierto es que debió en congruencia ajustarse al monto que por dicho concepto se venía otorgando con motivo del convenio suscrito entre las partes de fecha ELIMINADO, fundando y motivando el porcentaje que correspondía del total otorgado a los diversos acreedores alimentistas, una vez que cesó dicha pensión de los mismos y en todo caso dejar expedito el derecho de la demandada de ejercitar las acciones necesarias a efecto de satisfacer lo relativo al incremento pactado.
 

Se apoya lo anterior en la Jurisprudencia publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Mayo de 2006, Materia(s): Común, Tesis: I.4o.A. J/43, Página: 1531, Época: Novena Época, Registro: 175082, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, cuyo rubro y texto expresan:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.”
En tal virtud, ante lo fundado del tercer agravio formulado por el recurrente, y toda vez que en nuestro sistema jurisdiccional no existe la figura jurídica del reenvío, este Tribunal de Alzada procede a declarar improcedente el incremento de la pensión alimenticia otorgado por la Juez del conocimiento a favor de ELIMINADO, debiendo quedar el pago a su favor en la cantidad de ELIMINADO en forma semanal, tomando en consideración que en el convenio de origen las partes pactaron que ELIMINADO otorgaría la suma de ELIMINADO semanales por concepto de pensión alimenticia a favor de su entonces cónyuge y sus hijos en aquel tiempo menores de edad ELIMINADO y ELIMINADO, coligiéndose lo anterior en primer término de que al momento de la celebración del convenio ya mencionado en supralíneas los ahora mayores de edad eran adolescentes, puesto que contaban con ELIMINADO y ELIMINADO respectivamente; edad en la que los alimentos comprendían, además de la comida, el vestido, la habitación y la asistencia médica, en casos de enfermedad, los gastos para la educación secundaria y bachillerato de los acreedores alimentarios y demás gastos inherentes, por lo que el monto de la pensión alimenticia se dividía para otorgarse entre los tres acreedores, más la aportación en este caso que la madre estaba obligada a proporcionar a sus hijos, por tanto al haber cesado la obligación por lo que hace a los diversos acreedores alimentarios, y tomando en cuenta que ahora sólo se proporcionará en favor de ELIMINADO se considera suficiente la cantidad mencionada, esto tomando en consideración que, ante la falta de agravio al respecto se tiene por comprobado, que la demandada desempeña actividades informales o eventuales como ELIMINADO con la finalidad de obtener ingresos para subsistir, en ELIMINADO, sin que se probara fehacientemente que la demandada tenga algún padecimiento que la incapacite física o mentalmente, para el desempeño de sus actividades, dado que la misma no aportó probanza alguna para ello, en razón de que como se señaló oportunamente no ofertó medios de prueba en tiempo y forma de ley, por ende lo que percibe, más el monto de ELIMINADO se considera suficiente y tendiente a satisfacer las necesidades de subsistencia de la acreedora alimentaria, importe que, a mayor abundamiento resulta a su vez el proporcional de la operación aritmética del total de la pensión que venía otorgando el actor incidentista a todos sus acreedores alimentistas, y que al haber cesado la obligación en lo correspondiente a los diversos acreedores, subsiste esta únicamente a favor de la apelada y esencialmente obedeciendo a los principios de proporcionalidad y equidad.
Por último, es preciso señalar que derivado de que el impetrante no formuló agravio relativo a la temporalidad en la que habrá de subsistir la pensión alimenticia decretada, este Tribunal de Alzada no se encuentra en aptitud de realizar pronunciamiento alguno al efecto, ya que, ante la falta de expresión de agravios, resulta claro que el órgano de segundo grado no se encuentra en aptitud legal de examinar tal cuestión.

Se apoya la anterior consideración en la tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Volumen 109-114, Cuarta Parte, Materia(s): Civil, Tesis:, Página: 11, Época: Séptima Época, Registro: 240965, que refiere:

“AGRAVIOS EN LA APELACION (LEGISLACION DEL ESTADO DE SONORA). El Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Sonora sujeta la expresión de agravios en el recurso de apelación a un sistema estricto y rígido, toda vez que en la fracción III del artículo 385 del citado ordenamiento, dispone que éstos sean formulados de tal manera que contengan una relación clara y precisa de los puntos de la resolución recurrida que en concepto del apelante le causan agravios y las leyes, interpretación jurídica y principios generales de derecho que considere han sido violados por aplicación inexacta o por falta de aplicación, razón por la cual para que el recurrente tenga derecho a exigir del tribunal de alzada el estudio de esos agravios, es necesario reúnan los requisitos anteriormente mencionados, dada la imposibilidad que éste tiene de revisar de oficio la sentencia de primera instancia, en virtud de la jurisdicción limitada de que dicho órgano judicial está investido respecto al litigio.”
También, siendo aplicable por analogía de tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo CXV, Materia(s): Civil, Tesis: Página: 169, Época: Quinta Época, Registro: 385566, que refiere:

“APELACION (LEGISLACION DEL ESTADO DE PUEBLA). El artículo 514 de la Ley de Enjuiciamiento Civil debe interpretarse en el sentido de que el Tribunal Superior no puede, en la apelación, apoyarse en argumentaciones que no se hayan hecho valer en la expresión de agravios; pero no en el sentido de que el juzgador de la alzada revoque el fallo tan sólo porque el apelado convenga en que son procedentes los agravios.”

En esa tesitura y ante lo fundado del último de los conceptos de agravio esgrimido por la parte actora incidentista y apelante, es motivo por el cual, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 936 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, este Tribunal MODIFICA la sentencia interlocutoria de 20 veinte de noviembre de 2018 dos mil dieciocho, pronunciada por la Juez Cuarto de lo Familiar del Primer Distrito Judicial en el Estado, dentro del expediente 1119/2014, relativo a la Controversia Familiar por Alimentos, promovido por ELIMINADO en contra de ELIMINADO, del que se deduce el Incidente de Cesación de Pensión Alimenticia promovido por el segundo respecto de la que proporciona a la primera y a sus hijos ELIMINADO y ELIMINADO, para quedar en los términos siguientes: “PRIMERO. Este Juzgado resultó competente para resolver este incidente, siendo correcta la vía en que se tramitó y justificando las partes su personalidad. SEGUNDO. El actor, ELIMINADO probó los elementos constitutivos de su acción incidental únicamente en relación a los acreedores ELIMINADO y ELIMINADO, quienes no hicieron valer alguna defensa, no así respecto a ELIMINADO, quien demostró en parte sus defensas; por lo tanto: 1. Se decreta la cesación de la obligación de ELIMINADO a proporcionar alimentos a sus hijos ELIMINADO y ELIMINADO. 2. Subsiste la obligación de ELIMINADO a proporcionar alimentos a ELIMINADO, ahora en calidad de ex cónyuge. TERCERO. Se cancela la pensión alimenticia decretada a favor de ELIMINADO y ELIMINADO mediante convenio celebrado el ELIMINADO; por tanto, una vez que esta resolución quede firme, el deudor quedará eximido de seguir depositando la pensión alimenticia a favor de los nombrados acreedores como lo había venido haciendo, quedando únicamente obligado a proporcionar a la señora ELIMINADO, en forma semanal, la suma de ELIMINADO por concepto de pensión alimenticia compensatoria. CUARTO. Se deja subsistente el embargo de los bienes señalados en la diligencia de requerimiento de pago, embargo y emplazamiento efectuada el 24 veinticuatro de septiembre de 2015 dos mil quince. QUINTO. No se hace especial condenación al pago de costas en esta instancia. SEXTO.- Notifíquese.”


TERCERO.- Por no actualizarse la hipótesis prevista por la fracción II, del artículo 135 del Código de Procedimientos Civiles, en virtud de que el apelante obtuvo parcialmente sentencia favorable en esta segunda instancia, al haber resultado fundado uno de sus agravios y por tal motivo se modificó el fallo que le había sido adverso en primera instancia, no ha lugar a condenar al pago de costas en esta Alzada. 



Por lo anteriormente expuesto y fundado, se resuelve:

 

PRIMERO.- Los motivos de inconformidad primero y segundo hechos valer por el recurrente resultaron inoperantes por insuficientes, y el tercer agravio fue fundado.
 

SEGUNDO.- En consecuencia, se MODIFICA la sentencia interlocutoria de 20 veinte de noviembre de 2018 dos mil dieciocho, pronunciada por la Juez Cuarto de lo Familiar del Primer Distrito Judicial en el Estado, dentro del expediente 1119/2014, relativo a la Controversia Familiar por Alimentos, promovido por ELIMINADO por su propio derecho y en representación de sus entonces menores hijos ELIMINADO y ELIMINADO, actualmente mayores de edad, en contra de ELIMINADO, del que se deduce el Incidente de Cesación de Pensión Alimenticia promovido por ELIMINADO respecto de la que proporciona a la primera y a sus hijos ELIMINADO y ELIMINADO, para quedar en los términos siguientes: “PRIMERO. Este Juzgado resultó competente para resolver este incidente, siendo correcta la vía en que se tramitó y justificando las partes su personalidad. SEGUNDO. El actor, ELIMINADO probó los elementos constitutivos de su acción incidental únicamente en relación a los acreedores ELIMINADO y ELIMINADO, quienes no hicieron valer alguna defensa, no así respecto a ELIMINADO, quien demostró en parte sus defensas; por lo tanto: 1. Se decreta la cesación de la obligación de ELIMINADO a proporcionar alimentos a sus hijos ELIMINADO y ELIMINADO. 2. Subsiste la obligación de ELIMINADO a proporcionar alimentos a ELIMINADO, ahora en calidad de ex cónyuge. TERCERO. Se cancela la pensión alimenticia decretada a favor de ELIMINADO y ELIMINADO mediante convenio celebrado el ELIMINADO; por tanto, una vez que esta resolución quede firme, el deudor quedará eximido de seguir depositando la pensión alimenticia a favor de los nombrados acreedores como lo había venido haciendo, quedando únicamente obligado a proporcionar a la señora ELIMINADO, en forma semanal, la suma de ELIMINADO por concepto de pensión alimenticia compensatoria. CUARTO. Se deja subsistente el embargo de los bienes señalados en la diligencia de requerimiento de pago, embargo y emplazamiento efectuada el 24 veinticuatro de septiembre de 2015 dos mil quince. QUINTO. No se hace especial condenación al pago de costas en esta instancia. SEXTO.- Notifíquese.”


 

TERCERO.- No se hace especial condena en cuanto al pago de costas en lo que a segunda instancia se refiere. 


 

CUARTO.- Envíese copia certificada de la presente resolución, al juzgado de su origen y en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido.  


 

QUINTO.- Notifíquese personalmente, comuníquese y cúmplase. 

 

A S Í, por unanimidad de votos lo resolvieron y firman los señores Magistrados que integran la Tercera Sala del H. Supremo Tribunal de Justicia del Estado, Licenciados MARÍA DEL ROCÍO HERNÁNDEZ CRUZ, MARÍA REFUGIO GONZÁLEZ REYES y FELIPE AURELIO TORRES ZÚÑIGA, quienes actúan con Secretaria de Acuerdos que autoriza y da fe, Licenciada Martha Rodríguez López, siendo ponente el último de los Magistrados nombrados y Secretaria de Estudio y Cuenta Licenciada Verónica Moreno Martínez. Doy Fe.



  








� “Artículo 4. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá la organización y el desarrollo de la familia.


Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y el espaciamiento de sus hijos.


Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará.


Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución.


Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley.


Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines.


Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo.


Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser registrado de manera inmediata a su nacimiento. El Estado garantizará el cumplimiento de estos derechos. La autoridad competente expedirá gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento.


En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.


Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el cumplimiento de estos derechos y principios.


El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la niñez. 


Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales. El Estado promoverá los medios para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifestaciones y expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá los mecanismos para el acceso y participación a cualquier manifestación cultural.


Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la práctica del deporte. Corresponde al Estado su promoción, fomento y estímulo conforme a las leyes en la materia.”


� “Artículo 11. 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento.


2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, individualmente y mediante la cooperación internacional, las medidas, incluidos programas concretos, que se necesiten para:


a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos mediante la plena utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de principios sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios, de modo que se logre la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas naturales. 


b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación con las necesidades, teniendo en cuenta los problemas que se plantean tanto a los países que importan productos alimenticios como a los que los exportan.” 


� Artículo 17. Protección a la Familia. (…) 4. Los Estados Partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. …”


� Tesis: “ALIMENTOS EN CASOS DE DIVORCIO. LA OBLIGACIÓN DE PROPORCIONARLOS NO SURGE DE LA DISOLUCIÓN DEL MATRIMONIO, SINO DE LA REALIDAD ECONÓMICA QUE COLOCA AL ACREEDOR DE LA PENSIÓN EN UN ESTADO DE NECESIDAD E IMPOSIBILIDAD DE ALLEGARSE LOS MEDIOS PARA SU SUBSISTENCIA, CON INDEPENDENCIA DE QUE EL DIVORCIO SE FUNDE O NO EN CAUSA ALGUNA (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 170 DEL CÓDIGO DE FAMILIA PARA EL ESTADO DE SONORA).”


� Lo que se infiere del acta de matrimonio de la que se aprecia que para el 11 once de mayo de 1981 contaba con 19 años.
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